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Toda mejorfa de la democracia en el sentido de satisfacer los derechos de los ciudadanos a una mejor
educacion, adquiere forzosamente el caracter de reforma de la estructura sociopolitica.
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La evaluacién ha sido un tépico comun en las politicas que, sobre la educacién superior, han sido puestas
en practica en el mundo desarrollado. Concretamente en Europa, algunos paises, como Inglaterra, tienen
una larga tradicién en la organizacién de mecanismos sisteméticos de control, supervision y evaluacién de la
educacion en general, y del nivel superior, en particular. Desde hace més de dos décadas, la mayoria de estos
paises han ideado reformas educativas del nivel superior con fines de “modernizacién”! o puesta al dia de las
estructuras institucionales, de acuerdo con la evolucién social, econémica, demografica, etc., de la sociedad
respectiva.

Para cada reforma, por necesidades de verosimilitud, transparencia de objetivos, legitimidad y claridad de
acciones, definicién de propésitos o de rumbo, etc., se ha tenido que evaluar, previamente, el sistema educativo
del pais de referencia.

El desarrollo de los procesos de evaluacién ha permitido el establecimiento de organismos, estructuras organi-
zativas, creacién de técnicas y procedimientos evaluativos, etc., para la apreciacion del sistema de educacién
superior del pais respectivo, y han sido aplicados, también, en las instituciones individualmente consideradas.

La evaluacién, en estos paises, se ha constituido en un procedimiento que avala la primacia de algin tipo de
educacion superior de cara a la competitividad doméstica e internacional, el prestigio social de las institucio-
nes, la eficiencia en el uso de los recursos, la satisfaccién de los usuarios del servicio educativo, la preferencia
social por algtin tipo de institucién, etc.

La educacién superior espafiola, por su parte, no pudo ser objeto de reforma a la par del resto de los paises
europeos sino hasta que se dieron la condiciones suficientes de credibilidad politica y social con relacién a
un proyecto de transformacion educativa. En 1970, se emitié una Ley General de Educacién que, entre otras
cosas, intentd dar solucién al crecimiento, sin precedentes, de demanda de educacién superior, sin embargo,
las expectativas de la sociedad se dirigian en ese momento, ante todo, a la recomposicion politica del estado
espafiol. Es hasta 1978, cuando se firma un nuevo pacto constitucional, cuando se crean las bases de una
recomposicién educativa.

La educacién superior espanola es, actualmente, producto de una reforma estructural e idiosincrasica diri-
gida a la “modernizacién” y puesta al dia de la formacién profesional de nivel superior, sobre todo, y de
la investigacién universitaria. Dicha reforma confronta, por un lado, la tradicién secular (medieval) de la
universidad y, por otro, es una respuesta a las modificaciones politicas, demograficas, sociales, econémicas,
de produccidn, etc., de la sociedad espanola y al proyecto de integracion europea del pais ibero. Puede afir-
marse que la reforma universitaria, iniciada en 1983, como parte del programa de gobierno del programa de
gobierno del Partido Socialista Obrero Espanol (PSOE), ha puesto las condiciones para que la universidad
espanola transite por un estado de transformacion hacia la consolidacién de una nueva forma de concebir a
las instituciones de educacion superior. Esta concepcién, por lo demés, no es nueva en el mundo occidental; la
novedad en el contexto espafnol reside en el hecho de manifestar un propédsito de integracion de la universidad
en la modernizacién de la sociedad y la economia del pais, con formulas y procedimientos exitosos tanto en
EEUU como en Europa. Prueba de ello son los ensayos de vinculacion de la universidad con las empresas,
que han producido un incremento acelerado de contratos de investigacién y de actividades de formacién y la
creacién de organismos intermedios, propiciatorios de dicha vinculacién.?

1UNESCO-State Committee of the USSR for Public Education. Scientific Research Institute for Problems of Higler Educa-
tion, “Methodologies of educational policy and reform evaluation”, Materiales of national workshop, Mosci, 1990.
2Fundacién Universidad-Empresa, pasado, Presente y futuro de las relaciones universidad-empresa, Madrid, Fundacién



1.- LA EVALUACION DE LA EDUCACION SUPERIOR PARA LA REFORMA.

Tras las selecciones de 1982, el gobierno socialista afrontaba el reto de conseguir un sistema educativo de
mayor calidad y mds equitativo y, sobre todo, capaz de recuperarse del atraso que Espafia tenia frente a
las democracias avanzadas. La opinién que un gran sector de la sociedad tenia sobre el sistema educativo la
sintetizo el Ministro de Educacién de ese momento: “la historia de la educacién en nuestro pais ha sido en

buena parte la historia de una frustracién de las aspiraciones de progreso”.>

A principios de los ochentas, Espafia era uno de los pocos paises de Europa y del mundo desarrollado que
no habia realizado una reforma educativa. En este contexto, se volvié imperiosa la necesidad de vislumbrar
los alcances y procedimientos de una transformacién de la educacién superior, en el marco de una reforma
del sistema educativo general, acorde con las aspiraciones de una sociedad diferente.*

Se llevé a cabo, de esta forma, una evaluaciéon que diera fundamento a dicha transformacién.

La evaluacién para la reforma de la educacién superior, realizada por el Ministerio de Educacién y Ciencia
del gobierno espanol, sintetizé una serie de problemas de este nivel educativo. relacionados con la calidad
de las universidades y la equidad en el acceso a las instituciones, que eran vox populi entre las comunidades
universitarias y la sociedad civil:

a) Los numeros

= De 1960 a 1980, la poblacién estudiantil se multiplicé nueve veces: de 71 mil alumnos a 650 mil,
respectivamente.

= De 1960 a 1980, la tasa de escolarizacion pasé del 2% al 17 % del grupo de edad de 18 a 25 afos.

= El volumen de titulados universitarios desempleados pasé de 5% en 1976, a 14 % en 1983. Al mismo
tiempo se previé para 1990 un millén de titulados y para el ano 2000 entre 1 300 000 y un millén
y medio de titulados, muchos de ellos con un futuro laboral incierto en condiciones de competencia
profesional con los universitarios del resto de los paises de la Comunidad Econémica Europea.

= La escasa demanda de estudios superiores no universitarios, es decir de estudios en las Escuelas
Técnicas Superiores (5%), y una mayor demanda de estudios universitarios de ciclo largo (74 %)
frente a los de ciclo corto (26 %).

= En estrecha relacién con los datos inmediatos anteriores, se observé una concentracién de la matricula
en las dreas que, en ese momento, tenian una menor relacion con las oportunidades de empleo
(filosoffa y letras, medicina y derecho).

= En la década de los setenta se crearon 122 facultades, 133 escuelas universitarias, 11 escuelas técnicas
universitarias. Asimismo, se crean en veinte afios 18 universidades (30 universidades en total en 1980).
Esta expansién del sistema de educacion superior se habia hecho sin la planificacién adecuada que
asegurara la calidad, la suficiencia de recursos y la estabilidad en el perfil institucional.

En 1983. el gasto publico corriente asignado a las universidades representaba la proporcién del PIB mas
bajo en comparacién con el resto de los paises de la CEE.

De 1976 a 1983, las tasas por matricula se incrementaron 450 %, mientras que la aportacién del Estado al
presupuesto de las universidades y los sueldos abonados directamente por él crecian 300 %. De esta forma
las tasas han pasado de representar un 8 % de la financiacién total de la universidad a un 26 %, mientras
que las transferencias corrientes del Estado han disminuido 9 % en el mismo periodo (57 %, en 1983).

Universidad-Empresa, 1989.

3Maravall, José Marfa, La reforma de la ensehanza, Barcelona, Edit. Laia, 1984, p.7

4Un anilisis exhaustivo de las causas y los origenes de la reforma de la educacién espafiola puede consultarse en Carrién
Carranza, Carmen, “Las reformas educativas en la década de los ochenta: el caso de Espana”’, PLANIUC (Universidad de
Carabobo, Venezuela) Afos 6-7 No 11-14, enero-diciembre, 1987-1988.



= En 1982, uno de cada ocho alumnos universitarios disfrutaba de una beca pero la proporcién dismi-
nuia a uno de cada 13 si se excluian las ayudas de libros, que representaba el 41 % del niimero total de
ayudas, con el agravante de que el importe era exiguo. Asimismo, existia una excesiva heterogeneidad
de tipos de ayuda lo que dificultaba una politica racional de fomento educativo.

b) Los principios de la calidad.

El grave desajuste entre la evolucion de la sociedad y la adaptaciéon de la universidad, se manifesté en:
una proliferacién de categorias docentes y de profesores no definitivos; la vinculacién de los profesores a
una asignatura especifica y muy limitada; la obsolescencia de los métodos de contratacion de profesores; el
numero insuficiente de profesores con posgrado; condiciones de trabajo “profundamente” insatisfactorias
(desprestigio social y una retribucién proporcionalmente menor del profesor de tiempo completo frente al
profesor por asignatura).

= Con relacién a las condiciones de los profesores, los curriculos universitarios presentaban considera-
bles lagunas en relaciéon con las innovaciones del conocimiento y contradicciones en los contenidos;
la normatividad para las modificaciones curriculares era excesivamente rigida y las posibilidades de
formacién polivalente précticamente nulas.

= La organizacién de los estudios de tercer ciclo (posgrado) eran producto de improvisaciones de
acuerdo con las preferencias del profesorado, sin lineas de investigacion y sin prioridades académicas.

= La desorganizacién de la estructura del soporte de la investigacién universitaria y su desvinculacién
con la formacion profesional y, sobre todo, de los estudios de posgrado.

2. LA REFORMA DE LA EDUCACION SUPERIOR

En 1983 se emite la Ley de Reforma Universitaria (LRU) que constituyé el marco normativo de modernizacién
de las universidades espanolas, bajo dos principios complementarios: calidad y equidad. La LRU ordené que
las universidades formularan sus estatutos para la regulacién de sus actividades bajo las nuevas ordenanzas
de la misma ley. Se senalaban los temas que debian incluir los estatutos de cada universidad en uso de
su autonomia: la definicién de su régimen de gobierno, la potestad sobre la administraciéon de sus bienes,
el establecimiento y modificaciéon de su plantilla, la seleccién, promocién y formacién del personal docente
e investigador y de administracion y de servicios, las politicas de admisiéon, permanencia y verificacién de
conocimientos de los estudiantes, etc.

No obstante lo anterior, el gobierno determina, segtin esta ley, los procedimientos de seleccién para el ingreso
en los centros universitarios. El ingreso estaria condicionado a la capacidad de cada universidad, que estaria
fijada por cada institucién. Asimismo, el gobierno se compromete a establecer una politica de inversiones
para atender las demandas de educacién superior, teniendo en cuenta el gasto publico, la planificacién de
las necesidades y la compensacion de los desequilibrios territoriales. Por otro lado, la ley marca la instru-
mentacion de una politica de becas, ayudas, créditos, exencion de pagos, etc., por parte del Estado, las
Comunidades Auténomas y las propias universidades.

La coordinacién y la planificacion del sistema de universidades quedaria a cargo del Consejo de Universidades
(6rgano que agrupa al conjunto de sectores de las universidades, presidido por el Ministro de Educacién y
Ciencia) y las Comunidades Auténomas (lo anédlogo a los estados soberanos de la federacién mexicana)
coordinarian a las instituciones dentro de su circunscripcion.

Entre los temas figur6é la ordenacion definitiva del sistema académico administrativo en departamentos,
escuelas y facultades. Se define a los departamentos como los érganos bésicos encargados de reorganizar,
desarrollar y articular la ensenanza e investigacién de sus respectivas areas de conocimiento en una o varias
facultades y escuelas. Los departamentos agruparian a docentes e investigadores de una misma area de
conocimiento (Art. 7).



Las facultades y escuelas se encargarian de la gestién administrativa y la organizacién conducente a la
obtencién de titulos académicos. Los titulos corresponderian a los tres ciclos en que se dividiria la ensenanza
universitaria: diplomado, licenciatura y posgrado (Arts. 8 y 30, respectivamente).

Para el diseno de planes de estudio, la ley senalaba que debian incluir, al menos, las materias obligatorias y
optativas, los periodos de escolaridad y los trabajos que deben realizar los estudiantes (Art. 29). La definicién
de las pautas de innovacién, reforma, actualizacion, etc., curriculares seria potestad de cada universidad.

La LRU, asimismo, prevé que las Comunidades Auténomas financien a las instituciones de su circunscripcion,
ademds de que se enlistan las posibles fuentes de financiamiento complementario, de las que los pagos de
matricula implican un monto considerable para los presupuestos de las instituciones. Asimismo confiere
el derecho a las universidades, de establecer contratos con empresas u organismos publicos que necesitan
servicios de investigacién o docencia (Art. 11).

Con respecto a los profesores universitarios, la LRU regularizé el régimen laboral de los profesores para
fomentar la dedicacién exclusiva. Para esto se diversificaron los requisitos de admisién de los profesores y se
asegurd la estabilidad laboral. La enorme cantidad y categorias docentes se reagruparon en dos: catedraticos y
profesores. Todos tendrian como minimo el titulo de doctorado y anos de experiencia docente; a los profesores
de escuelas universitarias sélo se les pidié el grado de licenciatura. Las necesidades de los profesores “no
numerarios” (no definitivos) fueron, asimismo, atendidas por la LRU, con la asignacién de plazas definitivas
dentro de las categorias senaladas arriba, de tal forma que para 1988, el status laboral “no numerario”
desapareceria definitivamente. (Arts. 33, 34, 35, 36, 37 y 38).

Una innovacién que dio cardcter definitivo a la naturaleza social de las universidades espanolas fue la creacién
de los Consejos Sociales para cada institucion. Estos Consejos son organismos que agrupan a representantes de
grupos empresariales y sindicales, ademds de otros representantes de grupos con influencia social decretados
por los gobiernos de las Comunidades Auténomas. Son érganos de debate, de consulta y de decisién, sobre
diferentes topicos que atanen a la institucién respectiva. Sus funciones son la aprobacién del presupuesto y
de la programacién administrativa de la universidad; la supervision de las actividades de cardcter econémico
y de la eficiencia de los servicios universitarios, asi como la promocién para adquirir financiamiento no
gubernamental.

Esta ley habria de instrumentarse por etapas, en la medida en que las universidades fueran disenando los
nuevos estatutos de acuerdo con la ley. Por ejemplo, el primer paso de legitimacién de la reforma habria de
ser la regularizacion, durante 1986, del régimen laboral del profesorado universitario espanol. Por otro lado,
la puesta en marcha de la reforma curricular habria de concretarse entre 1988 y 1990.

3. LA EVALUACION DE LA REFORMA UNIVERSITARIA ESPANOLA

La lectura de la Ley de Reforma Universitaria evidencia, como casi todas las leyes de reordenacion general,
algunos problemas de configuraciéon de procedimientos para su aplicacién. Por ejemplo, en la redaccion de
estatutos cada universidad interpreté los términos de “moderno” y “democratico” segin sus necesidades
institucionales. Por otro lado, la estrategia de la reforma no establece mecanismos de vinculacién con los
niveles inferiores de escolaridad, sobre todo son de notar los aspectos técnicos de secuenciacion curricular y la
formacién de profesores para estos niveles. En el caso de los profesores universitarios la reforma establecié las
condiciones para su seguridad laboral, sin embargo la ausencia de compensaciones basadas en la competencia
profesional, provocarfa su desvinculacién del trabajo docente.®

En 1987, el Consejo de Universidades, a través del Ministro de Educacién y Ciencia, contratd los servicios
del International Council for Educational Development (ICE) con el fin de evaluar las primeras etapas de
la, instrumentacién de la reforma universitaria espafiola.® Algunos de los resultados més relevantes de dicha
evaluacion fueron los siguientes:

5Véase un andlisis mas detallado en Carrién Carranza, Ibid.
6International Council for Educational Development, La reforma universitaria espafiola, evaluacién e informe. Informe pre-



3.1. Los procedimientos de admisién de alumnos.

En el curso académico 86 87, el gobierno llevd a la practica un procedimiento de distribucién de la
matricula entre las instituciones universitarias mediante un sistema de “techos selectivos” que consis-
ti6 en la reubicacion de alumnos de primer ingreso, que aspiraban a carreras saturadas en centros de
espacios infrautilizados. El criterio de reubicacién fue, de esta manera, la capacidad instalada de las
universidades.

Este modelo evita delibaredamente, las consideraciones del equilibrio de profesionales respecto a las
demandas del mercado laboral. Los resultados de este procedimiento fueron satisfactorios en el primer
ano de su aplicacién, sin embargo, el ICED recomendd una evaluacién sistematica de la capacidad
universitaria existente en relacién con las posibles necesidades futuras de la sociedad y las exigencias
de empleo.

3.2. El nuevo régimen académico-laboral de los profesores.

El proceso de regularizacién laboral de los profesores no numerarios, iniciado a partir de la aprobacion
de la LRU, arroj6é como resultado que para 1988 el 60 % de los profesores universitarios tuvieran un
régimen laboral definitivo. La meta en este tema, fijada por la ley, era de 80 %. En opinién del ICED,
la proporcién establecida en la ley habria de reducirse a entre un 65% y 79 % a fin de asegurar que
a través de los profesores no numerados los cuadros docentes se renueven, no sélo como personal,
sino también para hacer més flexible la introduccion a la universidad de los avances y las necesidades
sociales en materia tecnoldgica, laboral, cientifica, etc. Esto aseguraria, asimismo, una juventud relativa
del cuerpo de profesores de las universidades. En su opinién habria que instrumentar, también, politicas
que favorecieran la movilidad vocacional, salarial y la competencia entre instituciones para conseguir
a los mejores profesores y cientificos.

3.3. La transicién en los érganos de gobierno. Su efecto en el financiamiento de las universidades.

El traslado de responsabilidades de regularizacién de las universidades del gobierno central a las Co-
munidades Auténomas, estaba, en 1987, en un momento de transicién debido a los procesos de conso-
lidacién del régimen de las autonomias. En otras comunidades con tradicién educativa nacional (como
Catalufia, Pais Vasco, Galicia, etc.) el traslado ha sido expedito. Sin embargo, los procedimientos
de asignacién presupuestaria y control de gasto educativo aiin no han sido clasificados del todo; por
ejemplo, no se ha establecido un procedimiento claro mediante el cual el gobierno central asigna el
presupuesto general a cada Comunidad y la forma como ésta define los presupuestos de las universi-
dades. Es de suponerse que las universidades entrarian en competencia con otros sectores en relacion
con la asignacién de presupuestos. Las universidades, a su vez, tendrian que presentar los proyectos
de presupuestos y las justificaciones del gasto al Consejo Social y a las autoridades de la Comunidad
correspondiente.

Con respecto al Consejo Social, es esperable que esta nueva forma de participacién en la educacion
superior lleve algun tiempo antes de que los representantes sociales consideren la responsabilidad de su
involucramiento en las universidades y éstas, a su vez, consideren las ventajas de discutir abiertamente
la satisfaccion social de sus servicios.

Por otro lado, el Consejo de Universidades, con las funciones determinadas por la LRU para él, tiene
la ventaja de congregar a las partes (gobierno y universidades) involucradas en la educacién superior.
En opinién del ICED habria que evitar que dicho Consejo se convirtiera en un érgano burocratico mas
y se transformara en un cuerpo de asesoria especializada para las universidades, sobre todo en materia
de costos y de eficiencia.

3.4. Estructura académico administrativa.

Los articulos de la ley referidos a la organizacién de departamentos en las facultades recoge una
préactica universitaria relativamente reciente que le da caracteristicas singulares a la educacién superior

parado para el consejo de Universidades, s/f.



espanola; de hecho, las facultades estdn organizadas en departamentos desde mediados de los sesenta y
actualmente existe una especie de “sincretismo” entre la organizacién de claustros y facultades con el
departamento tipico de las universidades anglosajonas. La organizacién interdisciplinar y la flexibilidad
curricular quedan, de esta forma, bajo la voluntad de cambio real de las universidades individualmente
consideradas.

4. CONSIDERACIONES FINALES SOBRE LA EVALUACION DE LAS UNIVERSIDADES
ESPANOLAS

En varios capitulos de la evaluacién hecha por el ICED se menciona la necesidad de evaluaciones sistematicas
sobre diferentes aspectos de las instituciones universitarias: utilizacion de planta fisica, costos, rendimiento
escolar y eficiencia terminal, comparaciones con programas de estudio de otros paises del area, eficiencia del
gasto, etc. Este listado no es més que la constatacion de una carencia de tradicién planificadora del sistema
universitario espanol, de la falta de conciencia de la utilidad de la evaluacién y de la ausencia de autoestudios
por parte de las instituciones. La contratacién de un grupo de expertos extranjeros para evaluar la reforma
universitaria es, al menos, un acercamiento a estos procedimientos profusamente utilizados en los paises del
primer mundo.

Se prodria anticipar que, en la medida en que las universidades espanolas se vean forzadas a competir por un
prestigio internacional, en el marco de su integracion a las politicas educativas de la Comunidad Europea,
la planificacién del sistema de educacién superior espanol, la planificacién estratégica de las instituciones y
las evaluaciones sistematicas habran de ser practicas de uso comun. De hecho, la creaciéon de una comisién
de planeacién en el seno del Consejo de Universidades y la consolidacién de los Consejos Sociales en cada
universidad podrian convertirse en estructuras evaluadoras o que propiciarian, como politica nacional, la
ponderacion de la satisfaccién social del servicio educativo de nivel superior. Asimismo, algunas instituciones
han iniciado recientemente proyectos de autoevaluacién, con procedimientos sistematizados y plenamente
aceptados por las comunidades institucionales. Es de notar, cuando menos en un caso (Universidad Politécnica
de Madrid), el desarrollo de indicadores de calidad y procedimientos para establecer juicios valorativos.”

"balbas, Antén, et al. Estudio sobre “Evaluacién educativa de instituciones universitarias”, Madrid, Universidad Politécnica
de Madrid (Instituto de Ciencias de la Educacién), 1990.



